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nulo. 3.4. El despido colectivo. 3.4.1. Concepto. 3.4.2. Causas. 3.4.3. Procedi-
miento. 3.4.3.1. Iniciación y comunicación. 3.4.3.2. Período de consultas.
3.4.3.3. Obligaciones específicas, convenios especiales y aportaciones al
Tesoro Público. 3.5. Efectos y revisión. 3.6. Despido por fuerza mayor. 3.7. Extin-
ción por mutuo acuerdo de las partes y causas válidamente consignadas en el con-
trato. 3.7.1. Extinción por cumplimiento del término. 3.7.2. Extinción por cum-
plimiento de la condición resolutoria. 3.7.3. Extinción por mutuo acuerdo.
3.8. Extinción por decisión del trabajador. 3.8.1. Dimisión. 3.8.2. Resolución
causal. 3.8.3. Abandono. 3.9. Extinción por muerte, jubilación, incapacidad del
empresario, extinción de su personalidad jurídica y proceso concursal.
3.10. Extinción por muerte, jubilación o incapacidad del trabajador.

LA MODIFICACIÓN DEL CONTRATO Y SUS DIVERSAS
VARIEDADES

Como contrato de ejecución continuada, el de trabajo admite durante su
desarrollo las variaciones necesarias que, a partir de un régimen jurídico flexi-
ble, permitan acomodar las condiciones inicialmente acordadas a las cambiantes
circunstancias en presencia.

Entre estas vicisitudes, y además de la suspensión temporal de la relación,
la pluralidad de modificaciones que puede admitir a lo largo de su vida, con
independencia de si obedecen a la iniciativa de las partes del contrato, a un
acuerdo colectivo, a la iniciativa de la persona trabajadora o —y en particular—
a la voluntad de quien proporciona el empleo, encuentran en la norma cuatro
institutos fundamentales para recoger sus expresiones más características:
movilidad funcional, modificación sustancial de condiciones, movilidad geográ-
fica y transmisión de empresas.

Al lado de estas variaciones objetivas o subjetivas, cabrá dará cuenta bien
de otras vicisitudes de más enjundia que suponen la interrupción de la relación
laboral bajo la forma de suspensión o excedencias o bien su extinción, con la
consiguiente cesación de las obligaciones que derivan del contrato.

MOVILIDAD FUNCIONAL

A entender como el cambio a tareas o actividades profesionales distintas de
las convenidas, cuando esta readscripción no obedece al acuerdo de las partes,
sino a la decisión unilateral de la empresa impuesta a la persona trabajadora, se
estará ante lo que cabría calificar como una muestra emblemática de la utiliza-
ción más flexible de la fuerza del trabajo. El art. 39 ET permite diferenciar un
doble supuesto de movilidad funcional: de un lado, la «ordinaria», o acaecida
dentro del grupo profesional al que está adscrito la persona afectada; de otro, la
que supone una encomienda temporal de funciones superiores o inferiores a las
propias de su grupo.
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6.

Movilidad en el grupo profesional

La empresa disfruta de plena libertad para acordar la movilidad de la persona
trabajadora dentro de su grupo profesional con tan solo atender a los siguientes
límites:

Posesión de las titulaciones académicas o profesionales precisas para
ejercer la concreta actividad encomendada (art. 39.1 ET). Lo cual
impide asignar funciones cuyo desempeño requiera la posesión de una
cualificación oficial de la que se carece.

Ajuste al sistema de clasificación establecido por convenio o, en su
defecto, por acuerdo aplicable a la empresa. En la práctica, ello supone
atender al grupo profesional, salvo pacto de polivalencia funcional por
virtud del cual la persona trabajadora asuma la realización de labores
que pueden corresponder a varios grupos profesionales [STS 13 julio
2021 (RJ 2021, 3806)]; o, a la inversa, que, también mediante acuerdo
entre las partes, se ciña de manera expresa la prestación únicamente
a algunas funciones del grupo profesional asignado (art. 22.4 ET).

Respeto, en todo caso, a la dignidad de la persona trabajadora y a sus
derechos fundamentales; no pudiendo, por consiguiente, utilizarla
como vía para relegarla injustificadamente (pues resultaría discrimina-
torio, STC 79/2004, de 5 de mayo), o como represalia por reclamaciones
laborales [en tanto afectaría a la garantía de indemnidad, y con ello a la
tutela judicial efectiva, STC 298/2005, de 21 de noviembre].

Cuando el destino lo sea a realizar funciones diversas a las habituales,
no cabrá invocar las causas de despido objetivo vinculadas a la ineptitud
sobrevenida o falta de adaptación a esas labores distintas a las habitua-
les (art. 39. 3 ET).

No cabrá movilizar, tampoco, si las nuevas funciones pudieran poner
en peligro la seguridad y salud en el trabajo. En este sentido, el art. 25.1
LPRL establece que «los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales,
estado biológico o por su discapacidad física, psíquica o sensorial debi-
damente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras per-
sonas relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o,
en general, cuando se encuentren manifiestamente en estados o situa-
ciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo».

En fin, y en cuanto respecta al salario, el art. 39.3 ET establece que la
persona afectada ostentará el derecho a la retribución correspondiente
a las funciones que efectivamente realice.
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1.2.

Movilidad con desempeño de funciones superiores o inferiores
a las del grupo

Con exigencia, siempre, de razones técnicas y organizativas en interés de
la empresa, así como circunscrita su licitud al tiempo imprescindible para aten-
derlas (art. 39.2 ET), comparte con la movilidad ordinaria los límites significa-
dos, excepto —lógicamente— el referido al grupo profesional. Añade la exi-
gencia formal de comunicar los cambios y sus razones a la representación de las
personas trabajadoras, con anterioridad o inmediatamente a continuación de la
efectividad de la medida modificativa, bajo el riesgo de tener que hacer frente a
la sanción administrativa por la infracción grave prevista en el art. 7.7 LISOS.

En el supuesto de trabajos de categoría inferior, la norma establece que la
persona afectada no debe sufrir perjuicio por el cambio, conservando a tal fin la
remuneración de origen (con excepción de los complementos de puesto de tra-
bajo); por el contrario, y a partir de cuanto dispone el art. 39.3 ET, si el cambio
lo es a tareas o actividades de un grupo superior, operará la norma general y la
retribución será la correspondiente a las funciones efectivamente realizadas,
siempre y cuando entren de lleno en el grupo superior y por el tiempo en que
así se lleven a cabo (STS 10 febrero 2016), que bien podría ser indeterminado,
siempre sin perjuicio de que pudiera concurrir, o no, lo previsto a renglón
seguido (STS 28 enero 2020, rec. 2851/2017).

Para el supuesto de encomienda de estas funciones superiores al grupo se
introduce la previsión específica a partir de la cual, cuando sean desempeñadas
por un período superior a 6 meses durante un año, o a 8 durante dos años (refe-
rentes temporales disponibles por convenio colectivo para establecer otros dis-
tintos), cabrá reclamar el ascenso o la cobertura de la vacante correspondiente
a las funciones realizadas: lo primero, si a ello no obsta lo dispuesto en convenio
colectivo; lo segundo, conforme a las reglas en materia de ascensos aplicables
a la empresa (art. 39.2 ET).

El art. 39.4 ET contiene una norma de cierre a cuyo tenor el cambio de
funciones distintas de las pactadas que no aparezca incluido en los supuestos
previstos en este artículo requerirá el acuerdo entre las partes o, en su defecto,
el sometimiento a las reglas previstas para las modificaciones sustanciales de
condiciones de trabajo o a las que a tal fin se hubieran establecido en convenio
colectivo [a las cuales equivalen, por ejemplo, las determinadas en un laudo,
dada la aquiescencia de las partes en someterse a arbitraje (STS 14 abril 2003).

MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE CONDICIONES DE TRABAJO

Además de los cambios estrictamente temporales y de menor intensidad
que recogen los supuestos de movilidad funcional, y cuantos otros provengan
de modificaciones legales, deriven de convenio colectivo u obedezcan al acuerdo
entre las partes, la voluntad unilateral de la empresa puede actuar como factor
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1.

2.

desencadenante de cambios más profundos en la relación laboral. A ellos, y no
al resto, alude la regulación recogida en el art. 41 ET (SSTS 26 abril 2006, 26
noviembre 2015), cuyo contenido puede ser glosado en los siguientes aspectos.

Delimitación conceptual

De conformidad con cuanto establece la norma, estos cambios trascendentes
o esenciales habrán de quedar referidos a la amplia enumeración de condiciones
que enuncia, para comprender, «entre otras», algunas de las siguientes mate-
rias: jornada de trabajo, horario y distribución del tiempo de trabajo, régimen de
trabajo a turnos, sistema de remuneración y cuantía salarial, sistema de trabajo
y rendimiento y funciones asignadas al trabajador.

Además de no ser una lista cerrada, sino abierta (STS 9 abril 2001, rec.
4166/2000), procederá aclarar que:

No todas las modificaciones que afectan a las condiciones de trabajo
mentadas se regulan por el art. 41 ET, pues bien pudiera suceder que
no alcancen la intensidad necesaria para ser calificadas como sustan-
ciales (STS 11 julio 2007), conforme de manera expresa se recoge para
la modificación funcional, sometida a este procedimiento solo en cuanto
exceda «de los límites que para la movilidad funcional prevé el art. 3 de
esta Ley». De este modo, la condición no es lo sustancial, sino que tal
calificativo ha de ser aplicado a la modificación (STS 22 noviembre
2005), bien objetivamente por su entidad (STS 24 enero 2017), bien
desde un plano subjetivo por sus consecuencias para los trabajadores
(STS 29 noviembre 2017), ya, en fin, por su propia duración (STS 18
diciembre 2013, rec. 2566/2012).

Por otro lado, y aun cuando son materialmente modificaciones sustan-
ciales, quedan sometidas a un procedimiento específico la movilidad
geográfica (remisión del art. 41.7 al art. 40 ET), los cambios subjetivos
que dan lugar a la transmisión de empresa (art. 44 ET), las reducciones
temporales de jornada motivadas por causas empresariales (a las cuales
se aplica el procedimiento previsto para las suspensiones del contrato
del art. 47 ET), cuantas modificaciones colectivas acaezcan en el seno
de un concurso (art. 57 ET en relación con arts. 169 y ss. RDLegislativo
1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley Concursal —LC—) y la inaplicación del régimen de condiciones
previstas en convenio colectivo, es decir, lo que por lo común se viene
a conocer como «descuelgue de convenio» (arts. 41.6 y 82.3 ET).

A partir de esta última previsión, queda claro que las modificaciones
sustanciales sólo pueden venir referidas a condiciones contempladas
en contrato, disfrutadas en virtud de una decisión unilateral de la
empresa de eficacia colectiva o recogidas en acuerdos o pactos colec-
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tivos (incluidos los convenios extraestatutarios), pero nunca a condi-
ciones establecidas en un convenio colectivo celebrado al amparo de lo
previsto en el Título III del Estatuto de los Trabajadores.

Hay cambios tan profundos que no cabe considerarlos como una mera
modificación sustancial de condiciones, sino que procederá valorarlos
con un auténtica alteración de régimen o novación contractual, preci-
sando de la aceptación voluntaria por la persona afectada (STS 11 abril
2005, rec. 143/2004). Así sucede, entre otros supuestos, cuando se
pretende alterar la naturaleza común o especial de la relación, cambiar
un contrato indefinido por uno temporal, trasformar el contrato a
tiempo completo en otro a tiempo parcial, y viceversa [art. 12.4 e) ET]
o convertir un contrato ordinario en un trabajo a distancia.

La modificación ha de ser «de tal naturaleza que altere y transforme los
aspectos sustanciales de la relación laboral, pasando a ser otros distin-
tos de modo notorio» (STS 9 abril 2001). La norma añade una exigencia
causal como justificación a tan profunda transformación, situada en la
concurrencia de «probadas razones económicas, técnicas, organizati-
vas o de producción», considerando como tales «las que estén relacio-
nadas con la competitividad, productividad y organización técnica o del
trabajo la empresa» (art. 41.1 ET). En breve, un concepto lo suficien-
temente amplio como para admitir cualquier motivo que contribuya a
mejorar la situación de la empresa desde cualesquiera de sus puntos
de vista, quedando únicamente excluidas cuantas obedezcan a una deci-
sión arbitraria o caprichosa de quien proporciona empleo por no ser
idóneas, adecuadas o proporcionales al fin perseguido (STS 19 sep-
tiembre 2017).

Así concebidas, su implantación varía en función del carácter individual o
colectivo de la modificación:

Habrán de ser consideradas como colectivas las que afecten, dentro de un
período de 90 días, al menos a 10 personas trabajadoras en empresas de hasta
100, al 10% en empresas que ocupen entre 100 y 300, o a 30 en empresas que
ocupen más de 300 (art. 41.2 ET). La referencia para efectuar el cómputo siem-
pre lo es a la empresa, sin la alternativa prevista en los despidos colectivos al
centro de trabajo (STS 19 noviembre 2019, rec. 1253/2017).

Por debajo de los umbrales mencionados serán consideradas individuales.
Ahora bien, cuando una empresa realice modificaciones individuales reiteradas
en periodos sucesivos de 90 días y en número o porcentajes inferiores a los
mencionados sin que concurran causas nuevas que lo justifiquen, la norma con-
sidera que cuantas excedan de las referencias establecidas habrán de ser con-
sideradas en fraude de ley y declaradas nulas y sin efecto (art. 41.3 ET).

Manual de ejercicio de la abogacía Laboral

116



1.2.2.

1.2.3.

1.

Procedimiento de modificaciones individuales

Si los cambios son individuales, para su operatividad basta con que la
empresa notifique su decisión a la persona afectada y a la representación legal
de las personas trabajadoras en la entidad con una antelación mínima de 15 días
a la fecha de su efectividad (art. 41.3 ET), debiendo entender —aun cuando no
lo precise la norma— que la notificación habrá de serlo por escrito, con indica-
ción de los motivos y la fecha de efectos. La falta de información a la represen-
tación no vicia de nulidad a la decisión empresarial, pero puede dar lugar a una
sanción administrativa por falta grave (apartados 6 y 7 del art. 7 LISOS).

Procedimiento de modificaciones colectivas

Sin perjuicio de los procedimientos específicos que pudieran establecerse
en convenio colectivo, la modificación colectiva habrá de ir precedida de un
período de consultas con la representación legal de las personas trabajadoras,
de duración no superior a 15 días. Supondrá una negociación presidida por el
principio de buena fe y ordenada a probar las causas motivadoras de la decisión
empresarial, así como a intentar conseguir un acuerdo (que no es requisito
imprescindible para la efectividad de la modificación [STS 6 octubre 2009 (rec.
3012/2008)] a partir de medidas que tiendan a evitar o reducir sus efectos, así
como atenuar sus consecuencias para las personas afectadas (art. 41.4 ET).

La consulta se llevará a cabo en una única comisión negociadora, integrada
por un máximo de 13 miembros en representación de cada una de las partes,
teniendo presente que, de existir varios centros de trabajo, su actuación quedará
circunscrita a aquellos que estén afectados; si se tratara de grupos de empresa,
se sustanciará empresa por empresa [STS 20 enero 2015].

La intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el
procedimiento de consultas corresponderá a las secciones sindicales cuando
estas así lo acuerden, siempre que ostenten la representación mayoritaria en
los comités de empresa o entre los delegados de personal de los centros de
trabajo implicados, en cuyo caso representarán a todos cuantos trabajan en
aquellos. En su defecto, rigen las siguientes reglas:

Si el procedimiento afecta a un único centro de trabajo, corresponderá
al comité de empresa o a los delegados de personal. En el supuesto de
que en el centro de trabajo no exista representación legal de las per-
sonas trabajadoras, estas podrán optar por atribuir su representación
para la negociación del acuerdo, a su elección, a una comisión de un
máximo de tres miembros integrada por personas trabajadoras de la
propia empresa y elegidas por estas democráticamente o a una comi-
sión de igual número de componentes a designar, según su represen-
tatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del
sector al cual pertenezca la empresa y que estuvieran legitimados para
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formar parte de la comisión negociadora del convenio colectivo que le
fuera de aplicación.

En el supuesto de que la negociación se realice con la comisión cuyos
miembros sean designados por los sindicatos, la empresa podrá atribuir
su representación a las organizaciones empresariales en las que estu-
viera integrada, pudiendo ser las mismas más representativas a nivel
autonómico, y con independencia de que la organización en la que esté
integrada tenga carácter intersectorial o sectorial

Si el procedimiento afecta a más de un centro de trabajo, la intervención
como interlocutores corresponderá, en primer lugar, al comité inter-
centros, siempre y cuando tenga atribuida esa función en el convenio
colectivo en que se hubiera acordado su creación. De no concurrir esta
situación, a una comisión representativa a constituir de acuerdo con las
siguientes reglas:

Si todos los centros de trabajo afectados por el procedimiento cuen-
tan con representación legal de las personas trabajadoras, la comi-
sión estará integrada por estas.

Si alguno de los centros de trabajo afectados cuenta con represen-
tación legal de las personas trabajadoras y otros no, la comisión
estará integrada únicamente por la de los centros que cuenten con
dichos delegados de personal o miembros del comité de empresa.
Y ello salvo que quienes integran la plantilla de los centros que no
cuenten con representación legal opten por designar una comisión
ad hoc, en cuyo caso la comisión representativa estará integrada
conjuntamente por miembros de la representación legal y por
miembros de tales comisiones, en proporción al número de perso-
nas trabajadoras que representen. En el supuesto de que uno o
varios centros de trabajo afectados por el procedimiento que no
cuenten con representación legal de las personas trabajadoras
opten por no designar la comisión, se asignará su representación a
los correspondientes a centros de trabajo afectados que cuenten
con ella, en proporción al número de personas trabajadoras que
representen.

Si ninguno de los centros de trabajo afectados por el procedimiento
cuenta con representación, la comisión representativa estará inte-
grada por quienes sean elegidos por y entre los miembros de las
comisiones designadas al efecto en los centros de trabajo afectados,
en proporción al número de personas trabajadoras que representen.

La comisión representativa de los que trabajan deberá quedar constituida
con carácter previo a la comunicación empresarial de inicio del procedimiento
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de consultas. A estos efectos, la dirección de la empresa deberá notificar de
manera fehaciente a las personas trabajadoras o a su representación la intención
de iniciar el procedimiento obediente a este concreto fin. El plazo máximo para
la constitución de la comisión representativa será de 7 días desde la fecha de la
referida comunicación, salvo que alguno de los centros de trabajo que vaya a
estar afectado por el procedimiento no cuente con representación legal de las
personas trabajadoras, circunstancia bajo la cual será de 15 días.

Transcurrido el plazo máximo para la constitución de la comisión repre-
sentativa, la dirección de la empresa podrá comunicar el inicio del período de
consultas a la representación legal de las personas trabajadoras. La falta de
constitución de la comisión representativa no impedirá el inicio y transcurso
del período de consultas; su constitución con posterioridad al inicio del mismo
no comportará nunca la ampliación de la duración máxima prevista en la
norma.

Dado el objeto específico de las consultas arriba significadas, la documen-
tación a aportar será la necesaria tanto para acreditar las causas como para jus-
tificar la entidad de las medidas adoptadas y su repercusión sobre quienes tra-
bajan [STS 9 noviembre 2015].

El período podrá concluir (además de cuando así lo decidan las partes, sus-
tituyéndolo por el procedimiento de mediación o arbitraje que le sea de aplica-
ción y desarrollado en el plazo máximo señalado para las consultas —art. 41.4
ET—) mediante acuerdo o sin acuerdo.

El acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de la representación legal
de las personas trabajadoras o, cuando procediera, de la mayoría de los miem-
bros de la comisión representativa, siempre que, en ambos supuestos, repre-
senten a la mayoría de las personas trabajadoras del centro o centros de trabajo
afectados. La existencia de tal pacto entre las partes llevará a presumir la con-
currencia de las causas justificativas y sólo podrá ser impugnado ante la juris-
dicción social por existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en su
conclusión (STS 8 junio 2021).

De no alcanzarse acuerdo, la empresa recupera la potestad de decisión uni-
lateral y podrá adoptar la medida después de la finalización del período y previa
notificación a las personas trabajadoras, produciendo efectos en el plazo de los
7 días siguientes al de comunicación de tal propósito. Contra esta decisión cabrá
reclamar en conflicto colectivo, sin perjuicio de la acción individual que asiste a
cada una de las personas afectadas. La interposición de demanda de conflicto
colectivo suspenderá la tramitación de las acciones individuales hasta su reso-
lución (art. 41.5 ET y 138.4 LRJS).
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Opciones de la persona trabajadora frente a la modificación
sustancial de condiciones

Frente a la decisión de quien proporciona empleo, tanto si la modificación
es individual como colectiva, la reacción de quien trabaja (al margen, por tanto,
de la eventual impugnación colectiva cuando la modificación tenga tal natura-
leza) conduce a una triple posibilidad:

Aceptar la medida, adaptándose a los cambios que se le imponen.

Impugnar la decisión ante la jurisdicción social dentro de los 20 días
hábiles siguientes a la notificación (art. 59.4 ET) o, como precisa la
jurisprudencia, desde la constancia fehaciente de tal notificación [STS
27 julio 2021 (RJ 2021,3999)]; plazo que habrá de ser considerado a
todos los efectos como de caducidad [STS 12 enero 2017]. Con ello se
abrirá el proceso laboral especial regulado en el art. 138 LRJS, cuya
sentencia calificará la medida como justificada o injustificada en aten-
ción a la concurrencia (o no) de causa acreditativa y de las razones
invocadas. Procederá declarar la nulidad de la decisión si se considera
que ha sido adoptada en fraude de ley, eludiendo las normas relativas
al período de consultas, así como cuando tenga como móvil alguna de
las causas de discriminación o se produzca con violación de los dere-
chos fundamentales y libertades públicas de la persona interesada,
incluidos —cuando así tal fuera la situación— los demás supuestos que
comportan lesión de los derechos de conciliación de responsabilidades
laborales y familiares (art. 138.7 LRJS). De calificar la medida como
injustificada o nula, ordenará que la persona trabajadora (quien ha de
continuar prestando servicios hasta tanto se resuelva el asunto) sea
repuesta en sus anteriores condiciones; de considerarla justificada, la
persona afectada puede aceptar la medida o extinguir su contrato, con-
cediéndole a tal efecto el plazo de 15 días.

A pesar de que las anteriores son las reglas de orden, la norma procesal
contempla dos variantes: de un lado, si la empresa incumple la obliga-
ción de reintegrar a la persona trabajadora en sus anteriores condicio-
nes, o lo hace de manera irregular, a esta únicamente le asistirá la
opción de solicitar la extinción del contrato con derecho a la indemni-
zación prevista para el despido improcedente (art. 138.8 LRJS); de otro,
y cuando la sentencia hubiere declarado la nulidad, se impondrá de
manera inexorable la reintegración en las condiciones precedentes,
salvo si la persona interesada prefiriera la opción por la extinción
indemnizada (art. 138.9 LRJS).

La última de las alternativas pasa, precisamente, por resolver el con-
trato, siempre y cuando quede probado el carácter sustancial de la
modificación (en caso contrario no habrá lugar más que a un desisti-
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miento) y se acreditara como condición imprescindible un perjuicio
relevante (STS 18 octubre 2016). Otorgará, bajo tales condicionantes,
el derecho a una indemnización de 20 días de salario por año de servicio,
prorrateándose por meses los periodos inferiores a un año, con un
máximo de 9 mensualidades (art. 41.3 ET).

Si comportara un perjuicio grave o cualificado (por afectar a la dignidad de
la persona trabajadora, por negativa de la empresa a la reintegración tras la
declaración de la modificación como justificada o dada la opción del trabajador
por la rescisión, previa calificación de la medida como nula), la indemnización
será la de 33 días de salario por año de servicio con tope de 24 mensualidades
(arts. 50 ET y 138.8 y 9 LRJS).

MOVILIDAD GEOGRÁFICA

En el marco de las relaciones laborales se contempla, bajo tan amplia deno-
minación, la modificación del lugar donde la persona trabajadora realiza su pres-
tación como condición específica de trabajo.

En atención al origen de la medida o decisión, cabrá ordenar los tipos de
movilidad geográfica según obedezcan al mutuo acuerdo entre las partes, se
produzcan en interés de la persona trabajadora u obedezcan a la iniciativa uni-
lateralde la empresa. En esta última variante, a su vez, procederá diferenciar
entre, por una parte, la movilidad geográfica «ordinaria», o sin cambio de resi-
dencia; por otra, la «esencial» y que entraña un cambio de residencia, bien tem-
poral (desplazamientos), bien presumiblemente permanente (traslados con, a
su vez, una variante individual o colectiva), que es de la que se ocupa funda-
mentalmente el art. 40 ET.

Al margen habrán de ser considerados los supuestos de movilidad fuera del
territorio español. Sin perjuicio de que, con mucha frecuencia, tal movilidad
tenga lugar y se rija por el acuerdo entre las partes; si nada se hubiera pactado
procederá estar a los límites previstos para la aplicación de la norma española
en los arts. 1.4 ET y 10.6 CC. Reglas específicas rigen para el desplazamiento
trasnacional en el seno de la Unión Europea, recogidas en la Ley 45/1999, de 29
de noviembre.

Movilidad de mutuo acuerdo. El trabajo en centros móviles o
itinerantes

Las modificaciones de lugar de trabajo acordadas entre empresa y persona
trabajadora al celebrar el contrato o en un momento posterior se rigen, sin
mayores limitaciones, por las reglas civiles de contratación. Como tales habrán
de contemplarse no solo los compromisos de movilidad asumidos por quien tra-
baja desde el comienzo de la relación, sino —y en particular, por venir expre-
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samente excluidos de la aplicación del art. 40 ET (STS 14 octubre 2004)— los
referidos a quienes han sido «contratados específicamente para prestar sus ser-
vicios en centros móviles o itinerantes», dando a entender que en este caso la
movilidad obedece, siempre, a un consenso previo (STS 12 abril 1996).

Movilidad en interés de la persona trabajadora

El art. 40 ET contempla tres supuestos en los cuales la ley concede un
derecho a la persona trabajadora a la movilidad geográfica:

El conocido como «derecho de consorte», o «derecho de reagrupa-
miento familiar», en tanto al cónyuge de la persona trasladada (no si
simplemente desplazada) le viene conferido el derecho a un puesto en
la misma localidad, siempre y cuando concurran dos requisitos: prestar
servicios en la misma empresa y que exista vacante disponible en tal
lugar de destino (art. 40.3 ET).

Las víctimas de violencia de género y las víctimas de terrorismo que
se vean obligadas a abandonar el puesto de trabajo e ir a otra localidad,
para de esta forma hacer efectiva su protección o asistencia social inte-
gral, ostentan un derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo
del mismo grupo profesional o categoría equivalente durante un
período inicial de 6 meses quedándole reservado el puesto de trabajo
que ocupaban. A su término, podrán volver a su puesto anterior o con-
tinuar en el nuevo, pero ya sin derecho de reserva. Condición impres-
cindible es que la empresa tenga vacante en cualquiera otro de sus
centros, quedando obligada, para la efectividad del derecho, a comuni-
car a las personas afectadas los puestos disponibles existentes en dicho
momento o los que se pudieran producir en un futuro.

Los discapacitados que acrediten la necesidad de recibir fuera de su
localidad tratamientos de habilitación o rehabilitación médico-funcional
o atención, tratamiento u orientación psicológica relacionadas con su
discapacidad tendrán derecho preferente a ocupar otro puesto de tra-
bajo, del mismo grupo profesional, que la empresa tuviera vacante en
cualquiera de sus centros de trabajo situados en una localidad en la cual
sea más accesible dicho tratamiento, bajo los condicionantes expuestos
para las víctimas de violencia de género y de terrorismo.

Movilidad por voluntad unilateral de la empresa

Una primera y elemental ordenación de la movilidad geográfica a iniciativa
de la empresa ha de llevar a separar entre las modalidades contempladas en el
art. 40 ET y aquellas no recogidas en este precepto.
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a)

-

Movilidad al margen de lo dispuesto en el art. 40 ET

Como tal cabrá considerar tres supuestos de singular relieve:

El más frecuente viene referido a aquella que no exige cambio de resi-
dencia de la persona trabajadora, la cual podrá ser adoptada por la
empresa al amparo del poder de dirección que le reconoce el art. 20 ET
(STS 12 julio 2016). El problema radicará en determinar cuándo es exi-
gible o no un cambio de residencia, lo cual, salvo si el convenio colectivo
proporcionara reglas precisas al respecto (algo no muy frecuente),
dependerá fundamentalmente de la distancia del nuevo lugar de trabajo
respecto al domicilio, sin descartar otras variables como pudieran ser
los medios de locomoción o las facilidades para el desplazamiento, que
habrán de ser valoradas caso por caso [STS 29 abril 2021 (RJ
2021,2362)].

Igual exclusión juega respecto de los traslados que tengan origen en el
poder disciplinario, para los cuales rigen las reglas generales sobre le
facultad sancionadora de quien proporciona empleo (art. 58 ET).

En fin, procederá atender a lo dispuesto en los arts. 169 y ss. LC res-
pecto de las empresas que hubieran sido declaradas en concurso.

Movilidad por razones empresariales: traslado y desplazamiento

Cuando el interés empresarial conlleva la necesidad de que una, varias o
todas las personas trabajadoras (supuesto, este último, de traslado y/o cierre del
centro de trabajo) deban cambiar la residencia para poder seguir prestando sus
servicios con normalidad, se asiste al cambio sustancial de lugar al cual dedica
su atención preferente el art. 40 ET. El precepto se ocupa de ordenar algunos
elementos comunes a estas modalidades de movilidad unilateral, así como de
trazar una doble distinción: en primer lugar, según el cambio de domicilio sea
temporal, para dar lugar a un desplazamiento, o permanente, origen de un tras-
lado; en segundo término, y en referencia a este último, para diferenciar entre
el traslado individual y el colectivo.

Normas comunes

Como regulación común a estos supuestos de cambio de domicilio por moti-
vos empresariales cabrá reseñar la exigencia de causalidad y la prioridad de
permanencia de quienes ostentan la representación de las personas trabajado-
ras:

Respecto a las causas, el art. 40 ET, ajustándose al modelo general de
las modificaciones sustanciales, estima preciso invocar razones eco-
nómicas, técnicas, organizativas o de producción que lo justifiquen,
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considerando como tales las relacionadas con la competitividad, pro-
ductividad u organización técnica o del trabajo de la empresa, así como
—y es un añadido específico— las contrataciones referidas a la propia
actividad (art. 40.1 y 6 ET).

Por cuanto hace a la posición de la representación legal de las personas
trabajadoras, el art. 40.7 ET (y, por extensión, el art. 10.3 LOLS para
los delegados sindicales) les reconoce prioridad de permanencia en los
puestos no afectados por traslados o desplazamientos (siempre dentro
del límite de su grupo profesional), añadiéndose que por convenio
colectivo o acuerdo alcanzado en período de consultas cabrá establecer
la prioridad de permanencia de otros colectivos, tales como quienes
tienen con cargas familiares, mayores de determinada edad o personas
con discapacidad.

Traslados individuales

De manera semejante a lo que ocurre con las modificaciones sustanciales,
en los supuestos de traslados la norma distingue dos procedimientos en atención
a su carácter individual o colectivo, acudiendo a tal efecto a los mismos pará-
metros numérico-temporales (art. 40.2 en relación con art. 41.2 ET), por lo que
procede remitir a lo supra expuesto, con la sola advertencia de que aquí obra la
especialidad de calificar también como colectivos a los que afectan a la totalidad
de las personas trabajadoras del centro, siempre y cuando este ocupe a más de
5 (art. 40.2.1º ET).

Como requisito formal se exigirá la notificación de la decisión a la persona
trabajadora designada y a su representación legal con una antelación mínima de
30 días a la de la fecha de efectos.

Recibida la comunicación, la persona afectada dispone de una triple alterna-
tiva:

Aceptar el traslado, en cuyo caso habrá de percibir una compensación
por los gastos que deba soportar, tanto propios como los de los fami-
liares a su cargo, en los términos que convengan las partes, respetando
(cuando se hubieran contemplado, lo cual no es muy frecuente) los
límites mínimos establecidos en el convenio colectivo de aplicación
(STS 24 septiembre 2013).

Si está disconforme con la decisión empresarial, podrá impugnar tal
orden ante el Juzgado de lo Social, «sin perjuicio de la ejecutividad del
traslado» (esto es, sin suspender la orden empresarial de movilidad),
presentando demanda a estos efectos en el plazo de caducidad de 20
días hábiles, a contar desde la notificación fehaciente, que pondrá en
marcha el proceso especial previsto en el art. 138 LRJS.
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El procedimiento concluirá mediante sentencia, la cual declarará si el
traslado es justificado, injustificado (en cuyo caso ordenará la reincor-
poración del afectado a su centro de origen) o nulo en los mismos tér-
minos y con iguales consecuencias que se expusieron en el supuesto
de modificaciones sustanciales, incluidas las dinámicas de reincorpo-
ración al centro de origen y la facultad de resolución indemnizada (art.
40.1.3º ET).

En fin, idéntica es también la posibilidad de optar por resolver el con-
trato. En esta ocasión, empero, sin necesidad de acreditar perjuicio
alguno, pero con igual derecho a una indemnización de 20 días de salario
por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo
inferiores a un año, con un máximo de 12 mensualidades. A pesar de la
confusa regulación contenida en el (art. 40.1.4º ET), será perfecta-
mente posible —ex art. 138.7 LRJS— plantear primero la impugnación
judicial y, si esta fracasa, optar por la rescisión contractual (STS
21diciembre 1999).

Traslados colectivos

El carácter colectivo del traslado conduce a un procedimiento de consultas
de duración no superior a 15 días, bajo el régimen previsto para el resto de las
modificaciones sustanciales, según recoge el art. 40.2 ET. Tan solo cabrá rese-
ñar dos peculiaridades: de un lado, la apertura del período de consultas habrá de
ser notificada a la autoridad laboral; de otro, el acuerdo no lleva a presumir
legalmente la concurrencia de las causas justificativas de la medida de movilidad.

Finalizado el período de consultas, la empresa habrá de informar a las per-
sonas trabajadoras y a su representación sobre la decisión que va a adoptar. Si
mantiene su intención inicial, la notificación del traslado habrá de realizarla con
30 días de antelación, como mínimo, a su fecha de efectos. Recibida la comuni-
cación, no importa si la obra acuerdo o no con la representación legal, a la per-
sona trabajadora se le abren las tres opciones expuestas para los traslados indi-
viduales: aceptarlo, resolver el contrato o impugnar la medida, con la especia-
lidad de que la impugnación legal podrá realizarse también por la representación
legal planteando conflicto colectivo (STS 28 septiembre 2012); si el procedi-
miento colectivo concurriera con las acciones individuales de los afectados,
estas últimas quedarán paralizadas a resultas de la tramitación de aquel.

Desplazamientos

Vienen a ser concebidos como cambios de destino de menor intensidad para
quien trabaja y su familia, no en vano conllevan la residencia en localidad distinta
del domicilio habitual por un período que a lo sumo alcanzará un año. Lejos, por
tanto, de cualquier idea de una cierta permanencia (STS 17 febrero 2000), pues
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los desplazamientos cuya duración en un período de 3 años exceda de 12 meses
tendrán, a todos los efectos, el tratamiento previsto en esta ley para los traslados
(art. 40.6 in fine ET).

La persona interesada deberá ser informada del desplazamiento con una
antelación suficiente a la fecha de su efectividad, la cual no podrá ser inferior a
5 días laborales en el caso de desplazamientos de duración superior a 3 meses.

Aceptada la orden de movilidad, la empresa habrá de abonar al trabajador los
gastos de viajes y dietas. En cuantos tengan una duración superior a 3 meses,
la persona afectada tendrá derecho, también, a un permiso de 4 días laborales
en su domicilio de origen (sin computar como tales los de viaje) por cada 3 meses
de desplazamiento, corriendo tales gastos a cargo de quien proporciona empleo.

Descartada la posibilidad en estos casos de acudir a una resolución indem-
nizada, contra la orden de desplazamiento cabrá recurrir judicialmente en los
mismos términos que contra la orden de traslado.

TRANSMISIÓN DE EMPRESA

Al lado de los cambios objetivos significados, el ordenamiento laboral con-
sidera que la obligación asumida por quien trabaja es personalísima y, por ende,
exige su cumplimiento de manera directa, sin posibilidad —en principio— de
encargo o delegación en otra persona. Admite con amplitud, en cambio, la nova-
ción subjetiva en la persona del empleador, haciendo que las obligaciones labo-
rales sean atendidas de manera automática cuando cambie el titular de la
empresa, incluso aunque la persona trabajadora no lo deseara (STS 14 febrero
2011).

El supuesto de hecho de la sucesión de empresa

La regulación de esta sustitución en el titular de la empresa aparece recogida
en el art. 44 ET, el cual considera que tiene lugar cuando la transmisión afecte
a una entidad económica que mantenga su identidad, entendida como un con-
junto de medios organizados para llevar a cabo una actividad económica, esencial
o accesoria (art. 44.2). Precisa, a este respecto, que el objeto de transmisión
podrá venir dado por una «empresa», «centro de trabajo» o «unidad productiva
autónoma», pues lo importante es, a la postre, la viabilidad en la continuidad del
negocio a través de esa entidad reconocible tras la sustitución de una empresa
por otra (STS 12 diciembre 2002).

Buena prueba de que la norma laboral únicamente toma en cuenta el efecto
producido es que no se ocupa prácticamente en ningún momento de la forma o
negocio jurídico bajo el cual ha acaecido tal circunstancia. Tan solo lo hace res-
pecto a que lo trasmitido presente entidad bastante para seguir actuando por sí
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mismo en el tráfico mercantil como unidad de producción de bienes o servicios
(STS 15 julio 2013).

Tres precisiones convendrán introducir a tal afirmación:

En primer lugar, la sucesión puede producirse a partir de una transmi-
sión inter vivos, pero también mortis causa, pues tanto el fallecimiento
de la persona titular de la entidad como su jubilación o la declaración
de incapacidad, que bien podrían dar lugar a una transmisión inter vivos
tan solo es causa de extinción de las relaciones laborales si con él tiene
lugar la finalización de la actividad de la empresa [art. 49.1 g) ET]. De
existir alguien que continúe con ella, la subrogación ha de operar en la
persona del nuevo titular, sin que constituya óbice para ello que una de
las partes sea una Administración y decida privatizar una actividad,
cambiar de concesionario o, incluso, revertir al ámbito público una acti-
vidad hasta ese momento gestionada en régimen privado [art. 130.3
Ley 9/2017, de 3 de noviembre, de Contratos del Sector Público —
LCSP— (STS 28 enero 2022)].

Como segunda consideración, procederá tener en cuenta que, si bien
la transmisión de elementos patrimoniales constituye indicio de valor
decisivo para apreciar una sucesión de empresas, dista de convertirse
en un requisito sine qua non. Así lo recoge la jurisprudencia europea y
española cuando sientan de manera concluyente y reiterada cómo, «en
la medida en que, en determinados sectores en que la actividad des-
cansa fundamentalmente en la mano de obra, un conjunto de trabaja-
dores que ejerce de forma duradera una actividad común puede cons-
tituir una entidad económica, ha de admitirse que dicha entidad puede
mantener su identidad aun después de su transmisión cuando el nuevo
empresario no se limita a continuar con la actividad de que se trata, sino
que además se hace cargo de una parte esencial, en términos de número
y de competencias, del personal que su antecesor destinaba especial-
mente a dicha tarea. En este supuesto, el nuevo empresario adquiere
en efecto el conjunto organizado de elementos que le permitirá conti-
nuar las actividades o algunas actividades de la empresa cedente de
forma estable» (STJCE 45/1997, de 11 de marzo, asunto Süzen, o STS
8 enero 2019).

En último término, e incluso aunque no concurrieran los requisitos
previstos en la ley (con particular atención a la transmisión de una
entidad económica productiva), se venía considerando que la subroga-
ción contractual podía tener lugar por otras vías, significativamente a
través de convenio colectivo, imponiendo la asunción de personas tra-
bajadoras en los supuestos de transmisión indirecta de contratas de
obras y servicios, como limpieza o actividades de vigilancia y seguridad
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(STS 27 febrero 2012, rec. 202/2010), en cuyo caso no operaría el régi-
men legal, sino el previsto en convenio (SSTS 7 abril 2016 y 9 mayo
2018). También cuando, en la contratación con las Administraciones
Públicas y a través de las condiciones generales o particulares, se exi-
giera la asunción de personas trabajadoras vinculadas a la anterior
empresa y llamadas a ejecutar las obras o servicios que fueran objeto
de concesión (STS 20 abril 2018). Tal doctrina se ha tenido que revisar
para acomodarla a la del Tribunal de Justicia de la Unión Europea
(STJUE de 11 de julio de 2018, asunto Somoza Hermo, C-68/17 o STS
28 enero 2022 [JUR 2022,53512]), sentándose cuatro premisas básicas:
1) El hecho de que la subrogación de plantilla sea consecuencia de lo
previsto en convenio no resuelve el problema, pues la transmisión
siempre ha de quedar referida a una entidad económica. 2) El concepto
de entidad económica es, por tanto, el único que activa la subrogación
en una transmisión, y a tal fin habrán de ponderarse las circunstancias
concurrentes en cada caso; en concreto, lo importante será constatar
que tenga lugar la asunción de una parte importante de la plantilla. 3)
Por los motivos anteriores, en sectores donde la mano de obra consti-
tuya el elemento principal de la actividad empresarial, el conjunto de
personas adscritas a la misma puede equivaler a una unidad económica
cuyo cambio lleve a la subrogación, pero no de modo automático e
incondicionado, sino examinando la prueba presentada sobre los
hechos presentes en el supuesto concreto. 4) En sectores como la lim-
pieza o la vigilancia, por consiguiente y a modo de ejemplo, se habrá de
valorar de manera muy prioritaria el dato relativo al número o condición
de quienes hayan sido asumidos por la nueva empresa empleadora.

Efectos sobre el contrato de trabajo y la relación de Seguridad
Social

El art. 44.1 ET contiene dos reglas complementarias que recogen las con-
secuencias fundamentales a seguir de la transmisión de empresas: de un lado,
el cambio de titularidad «no extinguirá por sí mismo la relación laboral»; de otro,
se conservarán la condiciones laborales precedentes, al quedar subrogada la
nueva empleadora tanto «en los derechos y obligaciones laborales», como en
los generados en materia de Seguridad Social, «incluyendo los compromisos de
pensiones, en los términos previstos en su normativa específica, y, en general,
cuantas obligaciones en materia de protección social complementaria hubiera
adquirido el cedente».

Este mandato legal, ordenado a favorecer la estabilidad en el empleo, llevará
a apreciar que la negativa de la nueva empresa a mantener una relación laboral
preexistente constituye despido (STS 7 diciembre 2009), incluso, en su caso,
de carácter colectivo (STS 22 septiembre 2021). Tal consideración no impide,
sin embargo, que cedente o cesionario puedan contemplar la necesidad de adop-
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tar medidas laborales en relación con sus trabajadores con motivo de la trans-
misión. Ante este supuesto, quien tal pretenda deberá abrir (con suficiente
antelación) un período de consultas con la representación legal de las personas
trabajadoras sobre las medidas previstas y sus consecuencias, durante el cual
las partes negociarán de buena fe con vistas a lograr un acuerdo, conforme esta-
blece el art. 44.9 ET. Previsión normativa a completar con aquella otra a cuyo
tenor, si las medidas pretendidas consistieran en traslados y/o modificaciones
sustanciales de carácter colectivo, el procedimiento a seguir se ajustará a cuanto
disponen los arts. 40.2 y 41.4 ET.

Por último, y con la finalidad de ofrecer un mayor grado de protección a las
personas afectadas por la transmisión (frente a eventuales maniobras elusivas
patrimoniales), se impone, en las transmisiones inter vivos, la responsabilidad
solidaria de la entidad cedente y la cesionaria por las obligaciones nacidas con
anterioridad a la transmisión y que no hubieran sido satisfechas [STS 14 marzo
2005 y STS 12 noviembre 2019, rec. 2693/2017]. Adicionalmente se contempla
otra responsabilidad, también solidaria, que afectará a las obligaciones nacidas
con posterioridad a la transmisión, pero únicamente cuando la cesión fuera
declarada delito.

Regla especial rige respecto a la adjudicación de contratas en sector público,
pues resulta necesario que los pliegos de cláusulas administrativas particulares
recojan la obligación de la contratista anterior de responder de los salarios
impagados a los afectados por la subrogación, así como de las cotizaciones
devengadas y no abonadas a la Seguridad Social. De este modo, la nueva entidad
contratista nunca asumirá ninguna obligación a este respecto, no en vano la
Administración, una vez constatada la falta de pago, procederá a la retención a
la contratista de las cantidades necesarias para garantizar la satisfacción de lo
adeudado, sin devolución de la garantía hasta que tal se produzca (art. 130.6
LCSP).

Esta responsabilidad solidaria puede ser exigida durante un plazo de 3 años
a contar desde la fecha de la transmisión (o desde que las personas trabajadoras
tuvieron conocimiento de la misma). Tal plazo de prescripción del art. 44.3 ET
no es singular y diverso al general de un año previsto en el art. 59.1 ET, sino
que delimita temporalmente la responsabilidad solidaria entre la cedente y la
cesionaria, fijando al efecto el plazo de actuación para el ejercicio de la acción
que la persona trabajadora pudiera tener frente a la transmitente (STS 11 julio
2018); motivo por el cual la interrupción de la prescripción frente a la cedente
opera también frente a la cesionaria (STS 10 enero 2019).

El art. 44 ET no regula directamente las consecuencias en materia de Segu-
ridad Social, sino que remite a su normativa propia («sin perjuicio de lo esta-
blecido en la legislación de Seguridad Social»), donde la regla es la responsabi-
lidad solidaria entre la empresa actual y la anterior o sus herederos tanto frente
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a las personas trabajadoras, como frente a las entidades gestoras y la caja única
de la Seguridad Social. De este modo, lo recoge el art. 168.2 LGSS por cuanto
hace a las prestaciones (STS 23 enero 2007 rec. 2097/2005), y también resulta
de aplicación —ex art. 167.2 LGSS— respecto de las obligaciones de afiliación,
altas, bajas y cotización, alcanzando a la totalidad de los derechos generados
antes de la sucesión por cuanto afecta a la cotización (art. 142.1 LGSS), así como
extendiéndose al recargo de prestaciones por aquellos incumplimientos de las
normas de prevención de riesgos laborales previos a la transmisión (STS 25
febrero 2016).

En último término, procederá referirse a los cambios de titularidad que
afecten a empresas declaradas en concurso, en cuyo caso procederá tener en
consideración las reglas contenidas en la normativa especial (art. 57 ET); en
concreto, y fundamentalmente, a lo recogido en los arts. 222 a 224 LC.

Efectos de la transmisión sobre las relaciones colectivas

La sucesión de empresas también conlleva obligaciones singulares en la
vertiente colectiva de las relaciones laborales, que se extienden a los derechos
de información y consulta de la representación legal de las personas trabajado-
ras, así como a la posible continuidad del convenio colectivo que afectara a la
entidad transmitida y del mandato que ostentaran los integrantes de la repre-
sentación legal de los trabajadores en esta.

Derechos de información y consulta a la representación legal de los
trabajadores

Además de las obligaciones de consulta ya significadas para cuando se pre-
tendan alterar condiciones de trabajo al calor de la transmisión, el art. 44.6 ET
contempla que cedente y cesionario deberán informar a la representación legal
de las personas trabajadoras de sus trabajadores respectivas, afectados por el
cambio de titularidad sobre la fecha, motivos y consecuencias jurídicas, econó-
micas y sociales que para quienes trabajasen seguirán de la sucesión, así como
de las medidas previstas como consecuencia de la misma.

De no haber representación legal, la información se facilitará directamente
a las personas implicadas (art. 44.7). En todo caso, y respecto de la cedente, con
suficiente antelación, y siempre con carácter previo a la transmisión; en el
supuesto de la cesionaria con igual anticipación y, desde luego, antes de que las
personas trabajadoras de su plantilla se vean afectadas en las condiciones de
empleo y de trabajo a resultas de la transmisión (art. 44.8 1º ET). Previsión
específica en torno a este aspecto temporal rige para el supuesto de fusión y
escisión de sociedades, pues la información habrá de ser proporcionada al
tiempo de publicarse la convocatoria de las juntas generales que han de aprobar
los respectivos acuerdos (art. 44.8.2º ET).
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2.

Para salvar cualquier duda, las empresas obligadas a informar o realizar las
consultas habrán de asumir siempre tales deberes, incluso cuando se trate de
filiales de grupos donde es la dirección del grupo quien adopta la decisión, pues
cualquier justificación en el sentido de que aquella no les ha facilitado la infor-
mación necesaria no habrá ser tomada en consideración (art. 44.10 ET).

El incumplimiento de estos deberes de información aparece tipificado como
infracción grave (art. 7.11 LISOS).

Vigencia de convenio colectivo de la entidad transmitida

De conformidad con cuanto establece el art. 44.4 ET, salvo pacto en con-
trario establecido mediante acuerdo de empresa entre la entidad cesionaria y la
representación de las personas trabajadoras una vez consumada la sucesión (en
cuyo caso la norma no garantiza el mantenimiento de las condiciones más favo-
rables de que disfrutaran antes las sometidas a la transmisión), las relaciones
laborales de las personas afectadas por la sucesión seguirán rigiéndose por el
convenio colectivo que en el momento de la transmisión fuera de aplicación en
la empresa, centro de trabajo o unidad productiva autónoma transferida (STS 26
diciembre 2013, rec. 291/2011).

La aplicación reseñada se mantendrá hasta la fecha de expiración del con-
venio colectivo de origen o hasta la entrada en vigor de otro convenio colectivo
nuevo que resulte aplicable a la entidad económica transferida (SSTS 30 sep-
tiembre 2003 o 24 septiembre 2018).

Mantenimiento del mandato de los representantes de los trabajadores en
la entidad trasmitida

En atención a lo dispuesto en el art. 44.5 ET, si la entidad transmitida con-
serva su autonomía, el cambio de titularidad de la empresa no extingue por sí
mismo el mandato de quienes integran la representación de las personas tra-
bajadoras, que seguirán ejerciendo sus funciones en los mismos términos y bajo
iguales condiciones que regían con anterioridad (STS 10 diciembre 2013). De
no subsistir el centro de trabajo con la autonomía exigida en la norma, el mandato
se diluirá y los componentes de la representación anterior dejarán de ostentar
tal condición.

SUSPENSIÓN DEL CONTRATO (REDUCCIÓN DE JORNADA) Y
EXCEDENCIAS

El contrato de trabajo puede suspenderse, temporalmente, por interés con-
junto de las partes o por causas debidas a la persona trabajadora, a la empresa o
ajenas a la voluntad de ambos. Al lado del elenco de causas suspensivas, cabrá
hacer referencia a las excedencias, como figura singular que disfruta de una
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El presente volumen constituye una ordenación sistemática de la materia 
que se ajusta al temario de la prueba para acceso a la abogacía y la 
procura que establece el Ordenamiento Jurídico español para el acceso 
a las profesiones jurídicas más relevantes socialmente.
La propia ordenación del programa permite, sin embargo, que su desa-
rrollo se conforme como un manual de la asignatura que tiene una sis-
temática ordenada y secuencial y que recoge los elementos esenciales 
de la asignatura y que permite su conformación como un documento 
que, con la técnica del manual, puede considerarse representativa de los 
elementos conceptuales que se incluyen en cualquiera de los programas 
de la asignatura.
Esta ordenación sistemática y conceptual va unida a un tipo de trata-
miento que permite su utilización por quienes buscan una aproxima-
ción conceptual suficiente para sus respectivos propósitos que no sean 
estrictamente profesionales o de especialización notable, objetivos que, 
pese al rigor del tratamiento, no son el elemento esencial de la Obra 
que se presenta.
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